SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las dieciocho horas y cuatro minutos del catorce de febrero del dos mil seis. 

Recurso de amparo interpuesto por BARCELO TOUS GUILLERMO, a favor de NAVIERA TAMBOR S. A., contra la MUNICIPALIDAD DE PUNTARENAS. 

Resultando: 

1.-

Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 15 horas 48 minutos del 06 de junio del 2005, el recurrente interpone recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE PUNTARENAS y manifiesta que: a) Entre la Municipalidad recurrida y su representada existe un contrato firmado el 08 de junio de 1993; b) El primero de junio del año en curso, el Departamento de Servicios Jurídicos le notificó a su representada la resolución de las 13 horas del 31 de mayo pasado, según la cual presuntamente se iniciaban los trámites legales para rescindir el citado contrato de arrendamiento (folio 6 a 9); c) No obstante, en esa misma resolución, en la parte dispositiva, se dispuso la anulación del contrato y se le da un plazo de ocho días para desalojar las instalaciones, con lo cual no se cumplió con el procedimiento establecido en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública para proceder a la rescisión contractual; d) Asimismo, no obstante ser en realidad un acto final, dado que en él se anula el contrato, se le otorgó un plazo de veinticuatro horas para impugnar lo resuelto, con lo cual se le dejó en estado de indefensión. Considera violado el debido proceso y el derecho de defensa. Solicita el recurrente que se anule la resolución recurrida. 

2.-

Mediante resolución de las 16 horas 37 minutos del 08 de junio del 2005 se le dio curso al presente recurso y se ordenó a los recurridos no ejecutar la anulación del contrato hasta tanto la Sala no dicte sentencia o no disponga otra cosa (folios 010-012). 

3.-

Informa bajo juramento OMAR OBANDO SUAREZ, en su calidad de Alcalde Municipal del Cantón central de la provincia de Puntarenas y NELLY ELIZABETH JIMÉNEZ RODRIGUEZ, en su calidad de abogada (folio 021), que: a) Es cierto que existe un contrato firmado entre la Municipalidad de Puntarenas y Naviera Tambor sobre las instalaciones y edificaciones del Muelle Turístico; b) Es cierto que mediante resolución se le comunica a Naviera Tambor el inicio de un trámite para rescindir el contrato; c) Se trató del inicio de un procedimiento, prueba de ello son los recursos de revocatoria y apelación interpuestos, cuyo fundamento jurídico lo es el artículo 173 de la Ley General de Administración Pública, contándose con el dictamen favorable de la Contraloría General de la República, así este órgano mediante el oficio FOE-SM-0787 del 25 de abril del 2005 les ordena establecer las acciones para rescindir el contrato; d) Sobre el plazo otorgado, de 24 horas, es un plazo razonable que se convierte en tres días hábiles pues para los administrados el plazo se considera dado en días hábiles; e) La apelación presentada está pendiente de resolución ante el Concejo Municipal. Solicita que se desestime el recurso planteado. 

4.-

Mediante resolución del Magistrado Instructor de las 16 horas 06 minutos del 24 de agosto del 2005 se solicitó como prueba para mejor resolver al Alcalde Municipal enviar copia del oficio FOE-SM-0787 del 25 de abril del 2005 de la Contraloría General de la República donde emite dictamen favorable para proceder a la aplicación del artículo 173 de la Ley General de Administración Pública (folio 033). Dicha prueba fue aportada por el Alcalde Municipal (folios 034-036). 

5.-

En los procedimientos seguidos se han observado las prescripciones legales. 

Redacta el Magistrado Cruz Castro; y, 

Considerando: 

I.-

Objeto del recurso.- El recurrente -quien dice tener un contrato de arrendamiento con la Municipalidad recurrida- considera que con la resolución notificada el 01 de junio del 2005 donde se le comunica la rescisión de dicho contrato viola el principio de intangibilidad de los actos propios, así como el debido proceso por cuanto no se está utilizando el procedimiento establecido en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública y se le dio un plazo muy corto para apelar. 

II.-

Hechos probados. De importancia para la decisión de este asunto, se estiman como debidamente demostrados los siguientes hechos, sea porque así han sido acreditados o bien porque el recurrido haya omitido referirse a ellos según lo prevenido en el auto inicial: 

a) Que existe un contrato firmado entre la Municipalidad de Puntarenas y Naviera Tambor sobre las instalaciones y edificaciones del Muelle Turístico firmado en junio de 1993 (informe al folio 021 y folio 08). 

b) Que la Contraloría General de la República mediante el oficio FOE-SM-0787 del 25 de abril del 2005 ordena a la Municipalidad recurrida establecer las acciones para rescindir el contrato de arrendamiento anterior (informe al folio 022). 

c) Que mediante resolución de las 13 horas del 31 de mayo del 2005 Servicios Jurídicos de la Municipalidad de Puntarenas, fundamentándose en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública y previo dictamen favorable de la Contraloría General de la República, le comunica a Naviera Tambor la anulación del contrato anterior, otorgándosele un plazo de 24 horas para proceder a plantear los recursos de revocatoria y apelación (folios 06-08). 

d) Que la apelación presentada por el recurrente está pendiente de resolución ante el Concejo Municipal (informe al folio 023). 

III.-

Sobre el debido proceso en materia de contratación administrativa.- En este caso nos encontramos frente a la anulación de un contrato administrativo suscrito entre la Municipalidad de Puntarenas y Naviera Tambor s.a. en 1993, anulación que se fundamenta en razón de que para la firma de dicho contrato no medió el procedimiento de licitación pública, situación anómala evidenciada por la Contraloría General de la República. Ciertamente de un contrato administrativo pueden resultar derechos subjetivos, sin ser el contrato un derecho subjetivo en sí mismo, pero también es cierto que los contratos administrativos podrán dejarse sin efecto mediante la rescisión o la resolución, o bien a través de la anulación. Respecto del control de legalidad sobre la utilización de estas figuras esta Sala recuerda que corresponde a la Contraloría General de la República, incumbiéndole a esta sede únicamente la verificación de que no haya habido una gruesa y grosera violación al debido proceso por haberse producido por ejemplo un estado de indefensión o la verificación del respeto al principio constitucional de inderogabilidad de los actos propios, aunque ciertamente este último implica también el primero, es decir, el procedimiento de anulación de un acto declaratorio debe hacerse en respeto del debido proceso. Por ello se procede únicamente a analizar si ha habido violación a estos dos últimos principios: inderogabilidad de actos propios y debido proceso. 

IV.-

Sobre el principio de inderogabilidad de los actos propios y su debido proceso en general.- 

El principio de inderogabilidad de los actos propios y favorables para el administrado o principio de intangibilidad de los actos propios, esta Sala le ha conferido rango constitucional por derivar del ordinal 34 de la Constitución Política. La regla general es que la administración pública respectiva no puede anular un acto declaratorio de derechos para el administrado, siendo las excepciones la anulación o revisión de oficio y la revocación. En casos de anulación de un contrato, la Administración Pública, como principio general, debe acudir, en calidad de parte actora y previa declaratoria de lesividad del acto a los intereses públicos, económicos o de otra índole, al proceso de lesividad (artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa), el cual se ha entendido, tradicionalmente, como una garantía para los administrados. Ahora bien, al tenor del numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública, un ente u órgano público bien puede anular en vía administrativa un acto declaratorio de derechos para el administrado pero lesivo para los intereses públicos o patrimoniales de la primera, sin necesidad de recurrir al proceso contencioso administrativo de lesividad cuando esté viciado de una nulidad absoluta evidente y manifiesta. La nulidad absoluta evidente y manifiesta debe ser dictaminada, previa y favorablemente, por la Procuraduría o la Contraloría General de la República -acto preparatorio del acto anulatorio final-. Ahora bien, en cuanto al procedimiento a seguir, la Administración Pública respectiva -autora del acto que se pretende anular o revisar-, de previo a la declaratoria de nulidad, debe abrir un procedimiento administrativo ordinario en el que se deben observar los principios y las garantías del debido proceso y de la defensa (artículo 173, párrafo 3°, de la Ley General de la Administración Pública) pues la anulación puede implicar la afectación de un derecho subjetivo. Esa potestad de revisión o anulación de oficio de los actos favorables, le caduca a la Administración Pública interesada y respectiva en el plazo de cuatro años (artículo 173, párrafo 5°, LGAP). En síntesis, como se desprende de todo lo dicho, la Administración tiene dos caminos para proceder a revocar un acto declarativo de derechos: a) Si se trata de una nulidad absoluta evidente y manifiesta, puede hacerlo en vía administrativa, pero solicitando criterio a la Procuraduría General de la República o a la Contraloría General de la República, según corresponda, y para ello tiene un plazo máximo de caducidad de cuatro años; b) De lo contrario, está obligada a seguir el procedimiento de lesividad establecido en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, ante la vía judicial. 

V.-

Sobre el caso concreto.- Según se dijo, en este caso nos encontramos frente a la anulación de un contrato administrativo suscrito entre la Municipalidad de Puntarenas y Naviera Tambor s.a. en 1993, dicha anulación la fundamenta la Municipalidad recurrida en el artículo 173 de la Ley General de Administración Pública. Para ello, dice el recurrido -bajo fe de juramento- contar con el dictamen favorable de la Contraloría General de la República (informe al folio 031) dictamen que deberá pronunciarse expresamente sobre el carácter absoluto, manifiesto y evidente de la nulidad (artículo 173.3 LGAP). Al respecto, se comprueba que se siguió un procedimiento para anular, así que no se está violando el principio de intangibilidad de los actos propios, pues de lo actuado la amparada ha sido debidamente notificada, se le indica que tiene acceso al expediente y ha presentado los recursos pertinentes y éstos están pendientes de resolver. Sin embargo, no puede decirse lo mismo respecto del debido proceso en cuanto al plazo otorgado para oponerse puesto que éste fue muy corto, ya que se otorgó únicamente 24 horas, no siendo válido el argumento de la recurrida a que debía entenderse esas horas como horas hábiles y que por tanto debía entenderse que se transformaba en tres días. Entonces, no sólo el plazo otorgado fue muy corto, sino que ello derivó en indefensión, constituyéndose como una violación grosera al debido proceso. Así las cosas, aunque no se constata violación al principio de inderogabilidad de actos propios, debido a que el plazo otorgado fue irrazonablemente corto se verifica la violación al principio del debido proceso, debiendo por esta razón declararse con lugar el recurso y ordenarse adecuar el procedimiento. 

Por tanto: 

Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la violación al debido proceso, en consecuencia se anula el otorgamiento del plazo de 24 horas a Naviera Tambor en la resolución de las 13 horas del 31 de mayo del 2005 y todo lo actuado con posterioridad, ordenándose a Omar Obando Suarez, en su calidad de Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas, o a quien en su lugar ocupe este cargo, proceder a girar instrucciones para adecuar el procedimiento de forma tal que el plazo otorgado sea de tres días conforme lo prevé el párrafo primero del artículo 346 de la Ley General de Administración Pública, todo bajo apercibimiento de que podría incurrir en el delito tipificado en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, el cual dispone que se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Municipalidad de Puntarenas al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese en forma personal a Omar Obando Suarez, en su calidad de Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas, o a quien en su lugar ocupe este cargo. 

Luis Fernando Solano C. 
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